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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 290/2022/1
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

REGISTRADOR Y ENCARGADO DEL TERCER DISTRITO JUDICIAL EN LA CIUDAD DE RIOVERDE SAN LUIS POTOSÍ; DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, diecisiete de febrero de dos mil veintitrés.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 290/2022/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el diecinueve de abril de dos mil veintidós, **********, compareció por derecho propio a demandar la nulidad de la boleta R03-N014114, de diecisiete de marzo de dos mil veintidós emitida por el Registrador y Encargado del Tercer Distrito Judicial en la Ciudad de Rioverde San Luis Potosí; del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El veintidós de abril de dos mil veintidós se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 09:30 nueve horas con treinta minutos del cinco de septiembre de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta que ninguna de las partes no formularon alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

El acto materia de impugnación lo constituye la boleta R03-N014114, de diecisiete de marzo de dos mil veintidós emitida por el Registrador y Encargado del Tercer Distrito Judicial en la Ciudad de Rioverde San Luis Potosí; del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, acto cuya existencia queda evidenciada con la documental que fue exhibida por la parte actora, visible en foja 10 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de la determinación enunciada en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora, la refutación que de los conceptos de impugnación plantea la enjuiciada y los medios de pruebas que aportaron los contendientes.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de conocimiento
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	17 de marzo de 2022
	17 de marzo de 2022
	18 de marzo de 2022 al 04 de mayo de 2022

	19 de abril de 2022


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

CUARTO.- Legitimación. Por estar estrechamente vinculada la cuestión relativa a la legitimación para la presentación de la demanda con las cuestiones relativas a la improcedencia del juicio, esta Sala se avoca de oficio al análisis de la causa de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En principio es pertinente señalar que el estudio oficioso de las causales de improcedencia se realiza con apoyo legal en el artículo 228, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Luego entonces, de conformidad con el indicado precepto 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que el Juicio Contencioso Administrativo es improcedente en contra de actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos de la Parte Actora.

A continuación se transcribe el precepto legal en cita:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: 
(…)

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor; 
(…)”

A juicio de la suscrita Magistrada de la Primera Sala Unitaria, en la especie se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo en contra de actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos de la Parte Actora, esto en relación a la la boleta R03-N014114, de diecisiete de marzo de dos mil veintidós emitida por el Registrador y Encargado del Tercer Distrito Judicial en la Ciudad de Rioverde San Luis Potosí; del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, según se explica a continuación.

En el caso que nos ocupa, la Parte Actora señaló como acto impugnado la boleta R03-N014114, de diecisiete de marzo de dos mil veintidós emitida por el Registrador y Encargado del Tercer Distrito Judicial en la Ciudad de Rioverde San Luis Potosí; del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí 

Adicionalmente, en el capítulo de hechos, en la parte relativa, la Parte Actora asegura que:

“(…) La suscrita demandante **********, acudió ante Notario Público número 1, Licenciada Rosa María Rocha, en la ciudad de Rioverde, S.L.P., esto con la finalidad de celebrar un contrato de compraventa de un predio urbano ubicado en la calle **********., bajo las siguientes medidas y colindancias: (…) Así las cosas se llevó a cabo el trámite para la tramitación del avaluó catastral, así como la solicitud de la expedición de la certificación de la libertad de gravamen de predio materia de venta, (…)”

Y en relación a dicho acto formula una pretensión en el sentido de que:

“(…) La nulidad de lo que aquí se reclama, con el efecto de ser restituidos con el derecho que nos asiste, declarándose procedente la expedición de la certificación y anotación del segundo aviso preventivo en el folio correspondiente relativo al contrato de compraventa que se pretende celebrar entre la **********, y las ********** Y **********, (…)”

Es decir, la Parte Actora pretende la nulidad del acto impugnado a estudio, en razón de que afirma que por conducto de Notario Público y derivado del trámite de contrato de compraventa, se solicitó una certificación de libertad de gravamen de un bien inmueble determinado.

Por tanto, la pretensión de nulidad de la Parte Actora se hace descansar en la afirmación de que fue ella quien realizó la solicitud, y que dicha solicitud se formuló a través del procedimiento  generado ante la Notario Público número 1, Licenciada Rosa María Rocha, en la ciudad de Rioverde, S.L.P.

Ahora bien, la parte Actora afirma que hizo el trámite por conducto del Notario Público, empero, dicha circunstancia no está acreditada en autos, por el contrario, de las documentales aportadas por la propia Actora y que acompañó al escrito inicial de demanda, se desprende con claridad que la determinación “Rechazo de Boleta” de diecisiete de marzo de dos mil veintidós se encuentra dirigida a “********** Y **********”, sin que del contenido de dicho documento se desprenda que dichas destinatarias lo hicieron a nombre de la aquí compareciente.

De ahí que la aseveración de la Parte Actora, no se encuentre respaldada por la prueba idónea, que es la propia solicitud de certificación de gravámenes y otros datos, como en el caso sería la identificación del inmueble, toda vez que del acto impugnado no se desprende ningún dato que permita identificar que el acto impugnado se refiere al que señala es de su propiedad.

Es importante precisar, que en materia administrativa, en particular en el procedimiento administrativo, previsto en el Título Tercero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, no se admite la gestión oficiosa de negocios, y  quien promueve un procedimiento administrativo a nombre de otro debe acreditar su personalidad, según dispone el artículo 176 párrafos segundo y tercero del citado Código; además, en términos del artículo 177 penúltimo y último párrafos del Código en cita, el escrito de solicitud debe estar firmado por el interesado o su representante legal, caso en que se deberán acompañar las documentales que justifiquen la personalidad. Lo que en el caso no ocurrió, pues en principio partimos de que el acto impugnado denominado boleta de rechazo, no se encuentra dirigido a la aquí promovente, aunado a que no se adminicula con documento idóneo, relativo a la solicitud de certificación de libertad de gravamen que evidenciara que fue efectivamente la aquí promovente la que gestionó el trámite del que hoy se duele le fue rechazado, por lo que al no estar precisada dicha circunstancia, ni haberse acompañado las documentales relativas a acreditar la personalidad, es evidente que no se afecta el interés jurídico de la impetrante.

En seguida se transcriben los preceptos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí citados:

“ARTÍCULO 176. El procedimiento administrativo podrá iniciarse de oficio o a petición de parte interesada. 

En los procedimientos administrativos no procederá la gestión oficiosa.

Quien promueva a nombre de otro deberá acreditar su personalidad.”

“ARTÍCULO 177. Las dependencias y entidades no podrán exigir más formalidades que las expresamente previstas en las leyes.

Las promociones deberán hacerse por escrito en el que se precisarán:

I. El nombre, denominación o razón social de quien o quienes promuevan, en su caso de su representante legal;

II. Domicilio para recibir notificaciones, así como nombre de la persona o personas autorizadas para recibirlas;

III. La petición que se formula, los hechos o razones que dan motivo a la petición;

IV. El órgano administrativo a que se dirigen, y

V. Lugar y fecha de su emisión.

El escrito deberá estar firmado por el interesado o su representante legal, requisito sin el cual se tendrá por no presentado. Cuando el promovente no sepa o no pueda firmar, firmará otra persona en su nombre y el interesado estampará su huella digital, haciéndose notar esta situación en el propio escrito.

El promovente deberá adjuntar a su escrito los documentos que acrediten su personalidad, así como los que en cada caso sean requeridos en los ordenamientos respectivos.”
(Énfasis añadido) 

Además, debemos considerar que, priva como regla general para la Parte Actora la obligación de probar la existencia del acto impugnado, según disponen los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo acorde a lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo.

En efecto, la regla general de carga de la prueba, se encuentra contenida en el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, que establece que “El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”, mientras que el que niega debe probar, cuando la negación envuelva la afirmación de un hecho, cuando se desconozca una presunción legal, pues ella parte de un hecho probado (artículo 377 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí), cuando se desconozca la capacidad porque constituye una afirmación de que alguna persona es incapaz, o cuando la negativa fuere un elemento constitutivo de la acción.

“ARTÍCULO 273.- El Actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”

“ARTÍCULO 274.- El que niega sólo estará obligado a probar:

I.-Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho;

II.-Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante;

III.-Cuando se desconozca la capacidad;

IV.-Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.”

De ésta manera, en el caso que nos ocupa, ante la afirmación de la Parte Actora de que fue ella quien realizó la solicitud, y que dicha solicitud se formuló a través del procedimiento  generado ante la Notario Público número 1, Licenciada Rosa María Rocha, en la ciudad de Rioverde, S.L.P. y simplemente le fue rechazada la solicitud de certificación de libertad de gravamen por la Autoridad Demandada. La carga de la prueba le corresponde a la Parte Actora.

Empero del escrito inicial de demanda se desprende que ofertó como documental publica la boleta R03-N014114, de diecisiete de marzo de dos mil veintidós (visible a foja 10 de autos) así como la diversa documental pública consistente en las copias certificadas de la escritura Privada a nombre de la demandante relativa al predio urbano ubicado en la calle **********, en **********, en la Ciudad de **********., la que si bien fue omisa en adjuntar, empero que la enjuiciada subsanó tal omisión dado que la aporto a este sumario y consta a fojas 55 y 56 de autos, empero de la valoración conjunta de dichos instrumentos en unión de la prueba presuncional y de la instrumental de actuaciones ofertadas por la enjuiciante, no revelan el hecho de que ella fue quien solicitó la expedición de la certificación de la liberta de gravamen de que hoy se duele. 
De lo anterior se concluye, que la Parte Actora no probó el hecho sustancial en que hace descansar su acción y pretensión, respecto del acto impugnado a estudio, habida cuenta que no probó en juicio que ella, **********, realizó la solicitud de certificación de gravámenes y otros datos por conducto de la Notario Público número 1, Licenciada Rosa María Rocha, en la ciudad de Rioverde, S.L.P. y/o de las destinatarias del acto que resultaron ser **********  Y **********, puesto que, la solicitud no fue presentada en ese sentido ni se acompañaron los documentos relativos a acreditar la personalidad para promover en nombre de diversa persona.

Por tanto la Parte Actora no acreditó interés jurídico para controvertir el acto impugnado, que es la negativa de una solicitud de certificación de gravámenes y otros datos; puesto que se encuentra probado que el acto se destina a personas diversas y que no se evidenció que fuera la Actora la persona que realizó la solicitud de certificación de libertad de gravámenes, es evidente que no tiene legitimación para intervenir en el presente juicio.

No es óbice para arribar a la determinación anterior, el que aún ante la figura del interés legítimo, y considerando que de la prueba aportada por la demandada visible a fojas 55 y 56 de autos, se desprende que la aquí actora es propietaria de un inmueble relativo al predio urbano localizado entre las calles **********, con las medidas y colindancias que ahí se indican, del cual se describe adquirió por compra venta que hizo con la señora **********, empero de la valoración a dicho documento no se refleja que fuera respecto de este inmueble sobre el que se solicitó la información, habida cuenta que, como ya se dijo, no se ofertó la solicitud de certificación de libertad de gravamen; por lo que la negativa expresada por la autoridad no le coloca en una situación de hecho protegida por el orden jurídico, ya que como se ha dejado anotado en el cuerpo de este apartado, la impugnación y la pretensión, se enfocan a la negativa de otorgar la información y certificación solicitada, lo que en nada le afecta, precisamente porque como se ha establecido, la actora no acreditó que hubiera formulado la solicitud, y en todo caso como propietaria la negativa de otorgarle información y/o certificación a persona diversa, en nada le afecta su situación jurídica.

De ahí, que en la especie, tampoco se haya acreditado el interés legítimo.

Así las cosas, es claro que la Parte Actora no acreditó afectación a sus intereses jurídicos o legítimos, derivada del acto impugnado consistente en la boleta R03-N014114, de diecisiete de marzo de dos mil veintidós emitida por el Registrador y Encargado del Tercer Distrito Judicial en la Ciudad de Rioverde San Luis Potosí; del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí; y en consecuencia se actualizó la causal de improcedencia prevista en el artículo 228 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Del resultado de las anteriores consideraciones, esta Sala Unitaria determina que al acreditarse la causal de improcedencia señalada por el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procede decretar el SOBRESEIMIENTO de la presente causa acorde con lo dispuesto por la fracción VIII, del artículo 229, del ordenamiento legal invocado, razón por la cual se considera innecesario el estudio de los demás argumentos planteados, en virtud de que no cambiaría el sentido de esta decisión. 

Queda sustentado lo anterior por analogía al caso que nos ocupa, en el criterio pronunciado por el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la Federación, en el Tomo X, Marzo de 1993, página 233, Octava Época, que a la letra dice:

“CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO, ASI COMO DE LOS DEMAS  AGRAVIOS. Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la Ley de Amparo, resulta innecesaria el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución.”

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I,  III, y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 248, 250 fracción II, 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se,

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Conforme a las argumentaciones expuestas en el último Considerando de este fallo, es de sobreseerse y SE SOBRESEE en el presente juicio.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 





